
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 
 

PROCESO No.: 110014003002-2023-00007-01 
ACCIONANTE: MARÍA ALEXANDRA CORREA MANTILLA 
ACCIONADO: NUEVA E.P.S. 
 

ACCIÓN DE TUTELA - SEGUNDA INSTANCIA 
 
 
Se procede a decidir la impugnación formulada por MARÍA ALEXANDRA CORREA 

MANTILLA, contra la sentencia de 23 de enero de 2023, proferida por el Juzgado 

Segundo (2º) Civil Municipal de Bogotá D.C., mediante la cual declaró 

improcedente el amparo invocado por la accionante. 

 

ANTECEDENTES 

 

Para la protección de sus derechos a la salud, a la vida e integridad personal, la 

señora MARÍA ALEXANDRA CORREA MANTILLA solicitó que se ordene a la NUEVA 

E.P.S. afiliarla en calidad de beneficiaria de su cónyuge y que le sea prestada 

toda la atención médica que requiera. 

 

Como sustento de sus pretensiones, la accionante señaló que se encuentra 

afiliada al sistema general de seguridad social en salud con Nueva E.P.S., en 

calidad de beneficiaria. 

 

Que laboró 15 días con la Registraduría Nacional y por ello fue desafiliada, no 

obstante, al acercarse a la entidad, allí le indicaron que la activación se realizaría 

de manera automática sin que a la fecha, tal actuación haya ocurrido. 

 

Por tanto, se le ha negado la atención médica, sólo ha sido atendida por el 

servicio médico de urgencias, por ello, adujo que se encuentra en riesgo su salud.  

 

EL FALLO IMPUGNADO 

 

El Juzgado Segundo (2º) Civil Municipal de esta ciudad, mediante sentencia de 
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23 de enero de 2023 declaró improcedente la acción constitucional, por cuanto, 

la accionante cuenta con los medios de defensa ante la jurisdicción ordinaria y 

también con las actuaciones administrativas pertinentes, sin que se hubiera 

acreditado en el expediente algún perjuicio irremediable. 

 

LA IMPUGNACIÓN 

 

Dentro del término legal, la accionante procedió a impugnar la decisión adoptada 

por el a quo, señalando que la afiliación que reporta NUEVA E.P.S. es aparente, 

ya que, al intentar obtener una cita esta se le niega porque al momento de dar 

su número de identificación se le informa que es una persona distinta a ella la 

que se encuentra afiliada. 

 

Adicionalmente, solicitó que se compulsara copias ante la Fiscalía General de la 

Nación y la Superintendencia de Salud para que investigue los documentos 

presuntamente falsos aportados por la empresa promotora de salud. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado de segunda instancia ostenta competencia para conocer y decidir 

la presente impugnación de conformidad con las previsiones, no sólo del artículo 

32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del ejercicio de la acción de tutela, 

sino del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015 modificado por el Decreto 

333 de 2021, por medio del cual se establecieron las reglas para el reparto de 

las acciones de tutela. 

 

La accionante radicó su inconformidad en que, las pruebas aportadas por NUEVA 

E.P.S. son contrarias a la realidad y que de manera verbal se ha hecho el 

requerimiento de actualización de datos personales. 

 

También señaló que se encuentra hospitalizada desde el 24 de enero de 2023, 

por lo que necesita que se garantice su derecho a la salud. 

 

Bajo ese contexto, el Despacho debe verificar si efectivamente en el presente 

asunto se busca la protección de derechos fundamentales, o si por el contrario 

aquellos obedecen a otra categoría que impidiere acudir al presente mecanismo 

de protección. 
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En primer lugar, debe tenerse en cuenta que conforme al Artículo 86 de la 

Constitución Nacional, la acción de tutela se constituyó como un mecanismo de 

defensa judicial que permite la protección inmediata de los derechos 

fundamentales de una persona, cuando la acción u omisión de cualquier 

autoridad pública o incluso de los particulares, vulnera o amenaza tales derechos 

constitucionales, este mecanismo privilegiado de protección, es, sin embargo, 

residual y subsidiario. 

En armonía con el Artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, sólo procede la acción 

de tutela cuando (i) el afectado no dispone de otro medio de defensa judicial en 

el ordenamiento, caso en el cual la tutela entra a salvaguardar de manera 

inmediata los derechos fundamentales invocados, (ii) cuando existiendo otro 

medio de defensa judicial, éste no resulta idóneo para el amparo de los derechos 

vulnerados o amenazados, o (iii) cuando existiendo el medio idóneo alternativo 

de defensa judicial, la acción de tutela procede como mecanismo transitorio para 

evitar un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales. 

En el entendido que es posible promover la tutela como mecanismo transitorio, 

aun sobre la base de la existencia de otro medio judicial, resulta imprescindible 

demostrar la ocurrencia de una amenaza o de una agresión actual e inminente 

que pongan en peligro el derecho fundamental, o lo que es igual, acreditar que 

el derecho presuntamente afectado se encuentra sometido a un perjuicio 

irremediable. 

 

En ese contexto, la Corte en diferentes pronunciamientos ha considerado que 

para determinar la irremediabilidad del perjuicio debe tenerse en cuenta la 

presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura como 

son: (i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está 

por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de 

lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma 

injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o 

moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, 

que exige por supuesto la adopción de medidas prontas o inmediatas para 

conjurar la amenaza; y (iv) la impostergabilidad de la tutela, es decir, acreditar 

la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para 

la protección de los derechos fundamentales. 
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En la Sentencia T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), la Corte 

Constitucional definió y explicó los elementos configurativos del perjuicio 

irremediable en el siguiente sentido: 

“Al examinar cada uno de los términos que son elementales para la 
comprensión de la figura del perjuicio irremediable, nos encontramos con lo 
siguiente: 
  
A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder 
prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible 
daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en 
un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar 
algo probable y no una mera conjetura hipotética.  Se puede afirmar que, 
bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura 
fáctica, aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, 
desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado 
cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado.  Hay 
inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso 
iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el 
momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, 
por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, 
es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece 
el efecto.  Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la 
inminencia. 
  
B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han 
de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que 
instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define 
el Diccionario de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la 
inminencia y la respectiva actuación:  si la primera hace relación a la 
prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta 
proporcionada en la prontitud.  Pero además la urgencia se refiere a la 
precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las 
circunstancias particulares.  Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y 
la prontitud dan (sic) señalan la oportunidad de la urgencia. 
  
C).  No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que 
equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el 
haber jurídico de la persona.  La gravedad obliga a basarse en la importancia 
que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de 
manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y 
diligente por parte de las autoridades públicas.  Luego no se trata de cualquier 
tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran 
significación para la persona, objetivamente.  Y se anota la objetividad, por 
cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer 
en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente. 
  
D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea 
impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social 
justo en toda su integridad.  Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre 
el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.  Se requiere una acción en el 
momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos 
antijurídicos.  Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, 
fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas 
en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos 
para el equilibrio social. 
  
De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se 
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deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho 
en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción 
grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección 
inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como 
mecanismo transitorio.” (Sentencia T-225 de 1993 M.P. Vladimiro Naranjo 
Mesa) 

 

En segundo lugar, otro asunto de especial importancia para la prosperidad de la 

acción de tutela, es aquella relativa a la carga de la prueba pues para que tenga 

operancia la protección de un derecho fundamental no basta con la simple 

enunciación de su violación, por cuanto se hace necesario que mediante pruebas 

concretas se demuestre que ésta fue producto de la acción u omisión de las 

autoridades o en su defecto de los particulares, en los casos previstos por el 

ordenamiento jurídico. 

 

En este sentido la Corte Constitucional en sentencia T 571 de 2015 recordó sobre 

este aspecto lo siguiente:  

 
“Si bien uno de los rasgos características de la acción de tutela es la informalidad, la Corte 
Constitucional ha señalado que: “el juez tiene el deber de corroborar los hechos que dan 
cuenta de la violación de un derecho fundamental, para lo cual ha de ejercer las facultades 
que le permiten constatar la veracidad de las afirmaciones, cuando sea del caso”. 
  
En igual sentido, ha manifestado que: ‘un juez no puede conceder una tutela si en el 
respectivo proceso no existe prueba, al menos sumaria, de la violación concreta de 
un derecho fundamental, pues el objetivo de la acción constitucional es 
garantizar la efectividad de los derechos fundamentales, cuya trasgresión o 
amenaza opone la intervención del juez dentro de un procedimiento preferente 
y sumario.’ Así las cosas, los hechos afirmados por el accionante en el trámite de una 
acción de tutela, deben ser probados siquiera sumariamente, a fin de que el juez pueda 
inferir con plena certeza la verdad material que subyace con la solicitud de amparo 
constitucional. (resaltado ajeno al original)  
  
Por otra parte, la Corte en Sentencia T-131 de 2007 se pronunció sobre el tema de la 
carga de la prueba en sede de tutela, afirmando el principio ‘onus probandi incumbit 
actori’ que rige en esta materia, y según el cual, la carga de la prueba incumbe al actor. 
Así, quien pretenda el amparo de un derecho fundamental debe demostrar los hechos en 
que se funda su pretensión, a fin de que la determinación del juez, obedezca a la certeza 
y convicción de que se ha violado o amenazado el derecho. 
  
No obstante lo anterior, la Corte ha señalado que existen situaciones excepcionales en las 
que se invierte la carga de la prueba, en virtud de las circunstancias especiales de 
indefensión en las que se encuentra el peticionario, teniendo la autoridad pública 
accionada o el particular demandado, el deber de desvirtuarla. Así, se presumen ciertos 
los hechos alegados por el accionante hasta tanto no se demuestre lo contrario. Esto 
sucede por ejemplo en el caso de personas víctimas del desplazamiento forzado, en el que 
la Corte ha determinado presumir la buena fe e invertir la carga de la prueba en aras de 
brindarle protección a la persona desplazada. Igual sucede en materia de salud para el 
suministro de medicamentos excluidos del POS,  en los que se han establecido algunas 
reglas probatorias, como por ejemplo cuando se afirma carecer de recursos económicos 
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por parte del actor (negación indefinida), situación en la que ‘se invierte la carga de la 
prueba correspondiendo en ese caso a la entidad demandada demostrar lo contrario’. 
  
Ahora bien, en caso de que el actor no aduzca pruebas que apoyen su pretensión, la Corte 
Constitucional ha sido enfática en declarar la facultad – deber que le asiste al juez 
constitucional de decretar pruebas de oficio, con las cuales se pueda determinar si 
realmente existe una amenaza o vulneración del derecho. En Sentencia T-864 de 1999, 
señaló: “Así las cosas, la práctica de pruebas para el juez constitucional no es sólo una 
potestad judicial sino que es un deber inherente a la función judicial, pues la decisión 
con fuerza de cosa juzgada, exige una definición jurídicamente cierta, justa y sensata 
del asunto planteado. También en Sentencia T-498 de 2000, la Corte se refirió a la 
facultad de decretar pruebas de oficio en un caso de tutela instaurado a favor de una 
menor de edad de edad que padecía un tumor cerebral. En esa oportunidad, señaló, 
que el juez constitucional como principal garante de los derechos fundamentales debe 
adelantar actuaciones mínimas y razonables para la verificación de los hechos 
sometidos a su consideración, lo cual reclama del juez una mayor participación en la 
búsqueda de la máxima efectividad de la Constitución. 
  
En igual sentido, en Sentencia T-699 de 2002, la Corte señaló que: ‘a los jueces de tutela 
les asiste el deber de decretar y practicar pruebas de oficio cuando de la solicitud de 
amparo y los informes que alleguen los accionados no obren suficientes elementos de 
juicio para decidir el asunto sometido a su consideración, por cuanto la labor constitucional 
encomendada es precisamente la protección efectiva de los derechos fundamentales’. (…)” 

 

Conforme lo anterior, es claro que la presente acción carece de pruebas que 

permita evidenciar la vulneración de los derechos a la salud, a la vida e 

integridad personal de la accionante, como quiera que la entidad accionada y las 

vinculadas SECRETARÍA DISTRITAL DE SALUD y ADMINISTRADORA DE LOS 

RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD-ADRES 

acreditaron que a la fecha, la señora CORREA MANTILLA si se encuentra afiliada 

al sistema general de seguridad social en salud en calidad de beneficiaria, siendo 

la persona cotizante su cónyuge.  

 

Por otro lado, este Despacho procedió a examinar el portal web  

https://www.adres.gov.co/consulte-su-eps con el número de identificación de la 

accionante, arrojando como resultado  
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Ahora, en el escrito de impugnación la accionante señala que al momento de 

solicitar citas médicas, con su número de identificación aparecen los datos de 

una persona distinta a ella, por tanto, presuntamente se le estaría causando un 

perjuicio irremediable. 

 

Si bien, esto resulta ser un hecho nuevo, tal como lo señaló la autoridad judicial 

de primera instancia, dicha situación se resuelve con las actuaciones 

administrativas pertinentes, pues ello, no es un impedimento para que sea 

atendida por el servicio médico de urgencias como lo acreditó al momento de 

impugnar el fallo. 

 

Por tanto, la accionante, no puede ahora pretender a través de este medio 

excepcional de defensa de los derechos fundamentales, crear una instancia 

adicional o un procedimiento paralelo a los legalmente establecidos y menos aún 

afirmar la violación a sus derechos fundamentales cuando no obra prueba alguna 

que soporte la afirmación de que la entidad se encuentre negando los servicios 

médicos. 

 

En cuanto a la solicitud de compulsa de copias ante la Fiscalía General de la 

Nación y la Superintendencia de Salud, la accionante se encuentra facultada 

para dirigirse frente a las entidades mencionadas si así lo considera, sin que 

tenga que usar la acción de tutela como mecanismo intermediario para ello.  

 

En mérito de lo expuesto el JUZGADO TREINTA Y OCHO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 23 de enero de 2023, por el 

JUZGADO SEGUNDO (2º) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ D.C., por las razones 

expuesta en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: NOTIFICAR éste proveído por el medio más expedito a los 

intervinientes, de tal manera que se asegure su conocimiento. 

 

TERCERO: REMITIR sin tardanza esta actuación a la Corte Constitucional para 



Proceso No.: 110014003002-2023-00007-01 

Página 8 de 8 
 

su eventual revisión, conforme lo dispuesto por el Artículo 32 del precitado 

decreto. 

 

NOTIFÍQUESE, 
     Firmado electrónicamente 

CONSTANZA ALICIA PIÑEROS VARGAS 
JUEZ 

DMR 
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